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El presente Acuerdo se aplica provisionalmente desde
el 25 de febrero de 2002, fecha de su firma, según
se establece en su artículo XIV.2.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 22 de marzo de 2002.—El Secretario general

técnico, Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO DE JUSTICIA

6699 INSTRUCCIÓN de 20 de marzo de 2002, de
la Dirección General de los Registros y del
Notariado, en materia de recepción y despa-
cho de solicitudes de certificaciones en los
Registros civiles por vía telemática.

El artículo 105 del Reglamento del Registro Civil,
redactado por el Real Decreto 1917/1986, de 29 de
agosto, habilitó al Ministerio de Justicia para decidir,
sin perjuicio de la conservación de los libros, la infor-
matización de los Registros y de la expedición de cer-
tificaciones por ordenador. Posteriormente la Ley Orgá-
nica 7/1992, de 20 de noviembre, reiteró el recono-
cimiento de la necesidad de informatización disponiendo
que las inscripciones registrales podrán ser objeto de
tratamiento automatizado, dando nueva redacción al ar-
tículo 6 de la Ley del Registro Civil, y la disposición
final tercera de esta última establece que reglamenta-
riamente se determinarán los requisitos y la forma de
practicar los asientos y expedir las certificaciones.

En desarrollo de esta última previsión la Orden del
Ministerio de Justicia de 19 de julio de 1999 fijó en
su artículo 6, dentro del marco jurídico general a que
debería ajustarse la organización y funcionamiento de
los Registros civiles informatizados, el modo de expe-
dición de las certificaciones de los libros registrales infor-
matizados. Estas previsiones fueron finalmente comple-
mentadas por la Orden del Ministerio de Justicia de 1
de junio de 2001 que aprobó los nuevos modelos y
formatos de las certificaciones expedidas por los Regis-
tros civiles informatizados (vid. artículo 4).

El citado proceso de informatización, en base a los
equipos y nuevas tecnologías de la información y de
las comunicaciones con que se dota a los Registros civi-
les, permite facilitar a los usuarios e interesados sus
comunicaciones con tales Registros, evitando en gran
medida desplazamientos y trámites presenciales. En este
ámbito es de particular interés facilitar la posibilidad de
que las solicitudes de certificaciones registrales puedan
remitirse por los interesados a los Registros civiles com-
petentes por vía de correo electrónico. Ciertamente, si
el artículo 23 del Reglamento del Registro Civil permite
como regla general, en armonía con el principio general
de simplificación administrativa y con la ausencia de
rigorismo formal que caracteriza las actuaciones del
Registro Civil en sus relaciones con los particulares, que
puedan solicitarse las certificaciones oralmente, y el ar-
tículo 375 del mismo Reglamento dispone que serán
cumplidas las peticiones de certificaciones que se reci-
ban directamente por correo, también ha de ser posible
la formalización de tales solicitudes por la moderna vía
del correo electrónica. A tal fin resulta conveniente esta-
blecer las reglas precisas para unificar la práctica registral
en este ámbito, dotando al tiempo de seguridad jurídica,
confianza y certeza tanto a los usuarios como a los Encar-
gados de los Registros,

En su virtud, esta Dirección General, en uso de las
facultades que tiene conferidas conforme al artícu-

lo 4.1.h) del Real Decreto 1474/2000, de 4 de agosto,
de estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia,
y de la habilitación de desarrollo y ejecución contenida
en la disposición final primera de la Orden del Ministerio
de Justicia de 1 de junio de 2001, ha acordado las
siguientes reglas:

Primera. Presentación de solicitudes de certificación
por correo electrónico.—Los Registros civiles informati-
zados, dotados con cuenta de correo electrónico propia,
considerarán válidamente formalizadas a los efectos de
su despacho las solicitudes de certificación que reciban
a través de la indicada cuenta, salvo los supuestos con-
templados en el artículo 23 del Reglamento del Registro
Civil, así como los relativos a la regla séptima de esta
Instrucción.

Segunda. Modelos de solicitud.—La solicitud podrá
realizarse utilizando el modelo normalizado que a tales
efectos se encuentra publicado en la página web del
Ministerio de Justicia o en cualquier otro. La solicitud,
en todo caso, deberá contener los datos necesarios para
la busca, conforme al párrafo final del artículo 23 del
Reglamento del Registro Civil. Entre tales datos será
imprescindible indicar los de identidad de la persona
o personas inscritas, el lugar del hecho inscrito al que
haya de referirse la certificación y, al menos con cierta
aproximación, la fecha de acaecimiento del hecho. Ade-
más de ello se especificará el tipo de certificación que
se pide, literal o en extracto. En defecto de manifestación
sobre este punto se expedirán en extracto. Finalmente,
se deberá indicar la finalidad para la que se solicita la
certificación.

Tercera. Solicitudes con datos incompletos.—En
caso de que la solicitud no contuviera alguno de los
datos indicados en el apartado anterior haciendo impo-
sible la localización de los datos a que se haya de referir
la certificación, el Encargado y, por su delegación el
Secretario o funcionario designado al efecto, lo pondrá
en conocimiento del solicitante por la misma vía elec-
trónica a fin de que pueda subsanar tal omisión, con-
forme a la obligación de informar a los interesados para
facilitarles la publicidad registral establecida en el ar-
tículo 17 del Reglamento del Registro Civil.

Cuarta. Legitimación de los solicitantes.—En materia
de legitimación de los particulares para obtener certi-
ficaciones del Registro Civil rige, en el ámbito a que
se refiere esta Instrucción, la regla general de presunción
de interés en conocer los asientos en quien solicita la
certificación establecida por el párrafo 2.o del artícu-
lo 17 del Reglamento, con las limitaciones también de
carácter general previstas en los artículos 21 y 22 del
mismo Reglamento y en los términos de la Instrucción
de este centro directivo de 9 de enero de 1987. En
consecuencia, en caso de solicitudes múltiples referidas
al mismo asiento o documento por parte de particulares
el Encargado adoptará las determinaciones oportunas
a fin de evitar abusos y preservar la intimidad de los
sujetos inscritos, denegando en caso de duda la expe-
dición de la segunda y sucesivas certificaciones de un
mismo asiento o documento, sin perjuicio del recurso
previsto en el artículo 25 del Reglamento contra las dene-
gaciones indebidas.

Quinta. Plazo de expedición.—Si no se ha indicado
en la solicitud el carácter urgente de la certificación ésta
deberá ser expedida o denegada en el plazo de los tres
días siguientes al de la formulación de la solicitud, con
exclusión en el cómputo del día primero, conforme al
artículo 6 del Reglamento del Registro Civil. En caso
de solicitud con carácter de urgencia justificada rige el
plazo de expedición de veinticuatro horas establecido
por el artículo 24 del Reglamento del Registro Civil.

Sexta. Organización de la oficina registral.—A los
efectos de lo dispuesto en los apartados anteriores, el
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Encargado con la colaboración del Secretario adoptará
las disposiciones necesarias para:

a) Asegurar la apertura, al menos, una vez al día
del correo electrónico recibido en su Registro, dando
acuse de recibo electrónico.

b) Garantizar la igualdad de trato en el orden de
su despacho y expedición de las solicitudes de certi-
ficaciones recibidas por correo electrónico y las recibidas
por las vías tradicionales, respetando en dicho despacho
el orden de su recepción.

c) Designar a un funcionario adscrito al servicio
registral como respondable de tales tareas, sin perjuicio,
en su caso, de las restantes funciones que tuviere atri-
buidas.

Séptima. Excepciones en materia de publicidad res-
tringida.—Se exceptúa de la regla general de admisibi-
lidad de la presentación de las solicitudes de certificación
por correo electrónico los supuestos de publicidad res-
tringida. Las certificaciones que contengan alguno de
los datos reservados enumerados en el artículo 21 del
Reglamento del Registro Civil (filiación adoptiva, no
matrimonial o desconocida, rectificación del sexo, causas
del divorcio, etc.), únicamente pueden ser expedidas sin
autorización especial a las personas que menciona en
cada caso el artículo 22 del propio Reglamento. Si la
certificación es solicitada por otra persona, resulta
imprescindible que ésta obtenga la autorización expresa
del Encargado, ante quien debe justificar su interés legí-
timo y razón fundada para la petición.

La expedición de las certificaciones indicadas en el
párrafo anterior requieren una comprobación fehaciente
de la identidad del peticionario, debiéndose verificar por
el Encargado o, en su caso, Secretario u oficial habilitado,
mediante comparecencia personal y directa en la oficina
de Registro del propio solicitante o quien acredite sufi-
cientemente tener atribuida su representación.

Octava. Presentación de solicitudes de certificación
por telefax.—Las reglas anteriores serán aplicables ana-
lógicamente en los casos de presentación de solicitudes
de certificación registral por medio de telefax, tanto en
los Registros civiles informatizados como en aquellos
otros que todavía no se han incorporado a dicho proceso
de informatización pero que han sido dotados con equi-
pos de comunicación mediante telefax.

Madrid, 20 de marzo de 2002.—La Directora general,
Ana López-Monís Gallego.

Ilmos. Sres. Jueces y Magistrados encargados de los
Registros civiles informatizados.

MINISTERIO
DE ADMINISTRACIONES

PÚBLICAS

6700 REAL DECRETO 288/2002, de 22 de marzo,
sobre traspaso de funciones y servicios de
la Administración del Estado a la Comunidad
de Madrid en materia de ejecución de la legis-
lación sobre propiedad intelectual.

La Constitución española reserva al Estado, en el
artículo 149.1.9.a, la competencia exclusiva en materia
de legislación sobre propiedad intelectual.

Por su parte, el Estatuto de Autonomía de la Comu-
nidad de Madrid, aprobado por Ley Orgánica 3/1983,
de 25 de febrero, y reformado por las Leyes Orgánicas
10/1994, de 24 de marzo, y 5/1998, de 7 de julio,
establece en su artículo 28.1.11 que corresponde a la
Comunidad de Madrid la ejecución de la legislación del
Estado en materia de propiedad intelectual.

Mediante los Reales Decretos 680/1985, de 19 de
abril; 2768/1986, de 30 de diciembre, y 457/1989,
de 28 de abril, por los que se efectuaron los traspasos
en materia de cultura, se traspasaron ya a la Comunidad
medios vinculados al ejercicio de funciones incluidas en
el ámbito de la propiedad intelectual.

El actual artículo 144 del texto refundido de la Ley
de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto
legislativo 1/1996, de 12 de abril, en la numeración
dada al mismo por el apartado 4 del artículo sexto de
la Ley 5/1998, de 6 de marzo, y el Real Decreto
733/1993, de 14 de mayo, por el que se aprueba el
Reglamento del Registro General de la Propiedad Inte-
lectual, tienen establecido un modelo registral descen-
tralizado que supone una nueva adecuación del mismo,
cuya puesta en funcionamiento se debe llevar a cabo
conjuntamente entre las diferentes Administraciones
públicas competentes. Para ello, el Ministerio de Edu-
cación, Cultura y Deporte ha considerado necesario ade-
cuar los medios ya traspasados a las Comunidades Autó-
nomas.

El Real Decreto 1959/1983, de 29 de junio, deter-
mina las normas y el procedimiento a que han de ajus-
tarse los traspasos de funciones y servicios del Estado
a la Comunidad de Madrid.

De conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto
citado, que también regula el funcionamiento de la Comi-
sión Mixta de Transferencias prevista en la disposición
transitoria segunda del Estatuto de Autonomía de la
Comunidad de Madrid, esta Comisión adoptó, en su reu-
nión del día 5 de febrero de 2002, el oportuno Acuerdo,
cuya virtualidad práctica exige su aprobación por el
Gobierno mediante Real Decreto.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la
disposición transitoria segunda del Estatuto de Autono-
mía de la Comunidad de Madrid, a propuesta del Ministro
de Administraciones Públicas y previa deliberación del
Consejo de Ministros en su reunión del día 22 de marzo
de 2002,

D I S P O N G O :

Artículo 1.

Se aprueba el Acuerdo de la Comisión Mixta prevista
en la disposición transitoria segunda del Estatuto de
Autonomía de la Comunidad de Madrid, por el que se
concretan las funciones y servicios de la Administración
del Estado que deben ser objeto de traspaso a la Comu-
nidad de Madrid en materia de ejecución de la legislación
sobre propiedad intelectual, adoptado por el Pleno de
dicha Comisión, en su reunión del día 5 de febrero de
2002 y que se transcribe como anexo al presente Real
Decreto.

Artículo 2.

En consecuencia, quedan traspasados a la Comuni-
dad de Madrid las funciones y servicios, así como los
medios personales y los créditos presupuestarios que
se relacionan en el referido Acuerdo de la Comisión Mix-
ta, en los términos allí especificados.


